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Resumen: Este artículo explora el propósito, función e impacto de las restricciones legales impuestas 
a la participación de niños, niñas y personas jóvenes en la actividad sexual y su acceso a servicios de 
salud sexual y reproductiva. Aunque no existe un consenso en cuanto a la edad a la cual es apropiado o 
aceptable que los niños y personas jóvenes empiecen a tener
relaciones sexuales, la existencia de una edad legal mínima para el consentimiento sexual es casi 
universal en las jurisdicciones nacionales; muchos Estados han establecido reglas jurídicas que imponen 
restricciones sobre el acceso independiente de los niños y las personas jóvenes a los servicios de salud, 
incluidos los servicios de salud sexual. Este artículo se basa en evidencia y análisis de un estudio 
reciente realizado por la Federación Internacional de Planificación de la Familia en colaboración 
con Coram Children’s Legal Centre, en el Reino Unido, que consistió en el mapeo mundial de las leyes 
relacionadas con los derechos sexuales y reproductivos e investigaciones exploratorias cualitativas 
realizadas en el Reino Unido, El Salvador y Senegal entre personas jóvenes y profesionales de la salud. 
El artículo examina de manera crítica la base social y cultural para estas reglas y argumenta que el 
concepto jurídico de protección infantil está usualmente fundado en ideas de género respecto a los 
límites apropiados para los conocimientos y comportamientos en la infancia. Concluye que las leyes 
que restringen el acceso de los niños a los servicios posiblemente pongan en riesgo a los niños y los 
jóvenes: negándoles la posibilidad de obtener información, tratamiento y servicios esenciales. © 2016 
edición en español, 2014 edición en inglés, Reproductive Health Matters.
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¿A qué edad o en qué etapa del desarrollo es 
apropiado que los niños y personas jóvenes* 

* Utilizamos el término “niños y personas jóvenes” para re-
ferirnos a las personas de hasta 24 años de edad conforme 
con la definición legal internacionalmente reconocida de 

“niños” que se refiere a las personas de hasta 18 años de 
edad (ver ej. artículo 1 de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos del Niños) y la definición de ‘per-
sonas jóvenes’ que adoptó la OMS refiriéndose a las perso-
nas de 15 a 24 años. Ambas definiciones son ampliamente 
usadas en derecho y en políticas.
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comiencen a tener relaciones sexuales? Esta 
pregunta quizás caiga en un lugar común 
pero la respuesta es fuertemente cuestiona-
da, específicamente si está ligada al contexto 
y encubierta por una niebla plagada de pro-
fundas controversias. Mientras que en algu-
nos contextos la expresión sexual puede ser 
vista como un aspecto normal y hasta valioso 
del desarrollo de una persona joven, en otros 
puede ser restringida, desalentada y hasta con-
denada. A menudo estas dos formas de verla 
coexisten, de modo que las personas jóvenes 
deben sortear una variedad de identidades se-
xuales ambivalentes y en conflicto entre sí. Tal 
como expresó recientemente un adolescente 
en Irlanda del Norte, las personas jóvenes pue-
den ser “maltratadas por ser vírgenes” a la vez 
que se les alienta a mantener la abstinencia 
sexual hasta el matrimonio1.
	 La “infancia” como categoría conceptual a 
menudo se concibe como un período de in-
madurez sexual e inocencia. La falta de co-
nocimiento y experiencia sexual es parte de 
lo que se piensa que distingue a los niños 
de los adultos y los pone en dos categorías 
distintas de personas2. La Dra. Stevi Jackson 
ha enfatizado en el poderoso discurso social 
que “los niños y las relaciones sexuales deben 
mantenerse separados” y la antropóloga Barrie 
Thorne ha explorado cómo específicamente “la 
sexualidad femenina (…) activamente asociada 
con los niños tiene connotaciones de peligro y 
situación de riesgo”3,4.

En muchas culturas y a lo largo de gran parte 
de su historia, la institución del matrimonio 
ha sido vista como la que marca fundamen-
talmente el límite de la transición de una per-
sona, de la infancia a la adultez, así como de 
su paso de la virginidad a la madurez sexual. 
Ese ha sido el caso especialmente para mu-
jeres y niñas5 lo que refleja una visión en la 
cual la sexualidad está ligada tanto al género 
como a la edad6. Significativamente, las inter-
pretaciones ligadas al género y a la edad de la 
sexualidad no son solo cuestiones y normas 
culturales y sociales; también son un asunto 
legal. Casi todos los Estados del mundo han 
establecido una edad legal mínima para el li-
bre consentimiento sexual; esto es, una edad 
establecida, antes de la cual cualquier niño o 
niña es considerado incapaz de dar su consen-
timiento para la actividad sexual.

	 Este artículo se basa en la evidencia brindada 
por el análisis de un estudio reciente que llevó 
a cabo la Federación Internacional de Planifi-
cación Familiar en colaboración con el Coram 
Children’s Legal Centre del Reino Unido que 
realizó un mapeo global de las leyes relacio-
nadas con los derechos sexuales y reproduc-
tivos y con las investigaciones exploratorias 
y cualitativas del Reino Unido, El Salvador y 
Senegal entre personas jóvenes y proveedores 
de servicios de salud. También recoge infor-
mación de artículos publicados sobre infancia, 
juventud y la sexualidad y su reglamentación 
legal. El material se utilizó para recabar ha-
llazgos teóricos más amplios de investigacio-
nes cualitativas, empíricas y legales. 

La reglamentación legal de la sexualidad 
infantil: la edad legal del libre 
consentimiento sexual

Establecer una edad mínima legal para el libre 
consentimiento sexual es una de las muchas 
formas en que los gobiernos procuran negociar 
una tensión fundamental, que es precisamen-
te la esencia de los discursos contemporáneos 
relacionados con la naturaleza de la niñez y 
el alcance y los límites de los derechos de los 
niños y niñas. Por un lado, se encuentran los 
niños como sujetos de derecho, con capacidad 
y autonomía; por otro lado, constituyen un 
grupo subordinado, definido por su dependen-
cia y necesidad de protección. De hecho, por 
definición, los niños no poseen la totalidad 
de los derechos civiles que van asociados a la 
personalidad jurídica, que solo son otorgados 
a los individuos que han alcanzado una cierta 
edad: la mayoría de edad, generalmente esta-
blecida en 18 años.7 Matthew Waites alega que 
las leyes sobre la edad de libre consentimiento 
contribuyen a definir el concepto de ciudada-
nía y constituyen un intento de lograr “un di-
fícil equilibrio entre los derechos de los niños 
a ser protegidos y el derecho a la autodetermi-
nación de los adultos” [el énfasis es nuestro].8
	 Las leyes que prohíben las relaciones sexua-
les antes de una cierta edad tienden, por lo 
tanto, típicamente, a un fin protector: preser-
var la naturaleza especial de la infancia; pro-
teger a los niños de la explotación sexual, de 
ser corrompidos por los adultos y de los ries-
gos de generarles los daños físicos y mentales 
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que ello conllevaría. Ello se refleja en el hecho 
de que las leyes sobre la edad de libre consen-
timiento se incluyen generalmente en la legis-
lación penal de los Estados con relación a los 
delitos sexuales, que establecen que tener re-
laciones sexuales con niños menores de cierta 
edad es legalmente una violación con acceso 
carnal ilícito o pedofilia.9 

	 Hoy en día la existencia de una edad mí-
nima legal para el consentimiento sexual es 
casi universal en todas las jurisdicciones na-
cionales (aunque no siempre se expresan como 
un número discreto y único), además de es-
tar incluidas en la legislación internacional 
en materia de derechos humanos8,10 . Si bien 
dicha legislación internacional sobre derechos 
humanos exhorta a los Estados a establecer 
una edad legal para el consentimiento sexual, 
internacionalmente no se ha acordado toda-
vía un principio que norme cuál debería ser la 
edad mínima del consentimiento, puesto que 
esta va desde edades tan precoces como los 12 
años en países como Filipinas y México hasta 
edades tan avanzadas como los 21 en Came-
rún.9 En algunos sistemas legales, como lo son 
algunas de las variantes de la aplicación de 
la ley de Sharia, la edad cronológica de una 
persona podría ser considerada menos impor-
tante que su edad de desarrollo físico.11 Es más, 
en muchos contextos legales no hay una edad 
específica establecida para el consentimiento 
sexual, per se, sino que un individuo solo tiene 
la capacidad legal de dar su consentimiento 
en el contexto del matrimonio.9 Significativa-
mente, es muy común que los Estados esta-
blezcan edades legales de consentimiento para 
individuos casados que no son las mismas que 
asignan a los solteros; también difieren si son 
para niños o para niñas y cuando se refieren a 
relaciones y actos sexuales específicos.9
	 Si bien existe muy poco consenso sobre qué 
edad debería definirse como la edad adecuada 
para el consentimiento sexual, lo que sí parece 
tener un carácter más universal es la noción 
de que la sexualidad juvenil y la infantil son 
cuestiones que deben ser reglamentadas legal-
mente y que existe, por lo menos, un umbral 
mínimo, debajo del cual las actividades sexua-
les que involucren a niños o personas jóvenes 
se consideren problemáticas y, por lo tanto, 
queden sujetas a la prohibición y control del 
Estado.11 Más aún, la edad mínima establecida 

indica que existe un cierto consenso en torno 
a la idea de que esta edad mínima no debería 
jamás fijarse antes de la pubertad, por lo me-
nos. De hecho, cuando las disposiciones sobre 
la edad de libre consentimiento comenzaron a 
aparecer en las legislaciones nacionales, ten-
dían a reflejar la llegada de la madurez sexual 
biológica, pues la mayoría de los estados esta-
blecían el límite alrededor de los 12-13 años; 
ésta era también, típicamente, la edad en que 
se le permitía legalmente a las personas con-
traer matrimonio.11 Por lo tanto, la historia de 
la reglamentación de la actividad sexual por el 
Estado ha establecido, desde hace mucho, una 
correlación entre el desarrollo físico/biológico, 
la reproducción, el matrimonio y la sanción 
legal de la gestión de la sexualidad y la toma 
de decisiones.4
	 Con el paso del tiempo, la edad de libre con-
sentimiento sexual en muchos Estados alrede-
dor del mundo ha ido aumentando gradual-
mente, rompiendo el lazo entre la pubertad y el 
consentimiento sexual, y extendiendo el perío-
do de tiempo durante el cual un niño o una niña 
pueda ser físicamente capaz de reproducirse y 
cuando pueda empezar a tener relaciones se-
xuales legalmente .11

	 Como resultado de los fuertes cambios en 
la dieta, la nutrición, la salud y el clima, en 
muchos lugares del mundo existen (aún como 
tema en discusión) evidencias de que la edad 
promedio del inicio de la pubertad está dis-
minuyendo. Al mismo tiempo y más signifi-
cativamente, la edad considerada mayoría de 
edad aumenta constantemente a medida que 
las personas jóvenes tienden a retrasar el ma-
trimonio, a permanecer más tiempo en la eta-
pa de la educación y por ende, buscan trabajo 
y acumulan ingresos y recursos a una edad 
mayor.6 Es por ello que mientras en las socie-
dades ‘tradicionales’ la transición de la niñez 
a la adultez solía ser rápida y distinta, en el 
actual contexto de creciente urbanización, de 
desarrollo económico y globalización, la etapa 
denominada juventud se ve envuelta en una 
imprecisa capa gris, en la cual una persona ya 
no es niña pero tampoco es completamente 
adulta. Dicha etapa emerge actualmente con 
el peso de una categoría social significativa6, 
que representa un desafío para las institucio-
nes legales y políticas constituidas que históri-
camente le habían prestado poca atención a la 
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juventud en tanto división o clase distinta.
	 Sin embargo, la prohibición de la activi-
dad sexual previa a que el joven sea acepta-
do como adulto, se afirma en preocupaciones 
sobre el cuerpo y en ideas acerca de la niñez 
y la falta de madurez sexual que son de una 
sorprendente elasticidad. Incluso en contextos 
donde la edad del libre consentimiento sexual 
está fijada en el nivel más alto del espectro 
(18-21 años) es posible llegar a enseñarles a 
las personas jóvenes a abstenerse de tener re-
laciones sexuales porque “sus órganos sexua-
les aún no han crecido lo suficiente”.12 A pesar 
de que la edad de la pubertad física tiene cada 
vez menos peso, ya que se tiene que definir 
cuándo una persona está lista para tener rela-
ciones sexuales, y aunque no hay consenso so-
bre una edad específica en la cual la actividad 
sexual se considere ‘normal, las ideas sobre 
los límites apropiados para la sexualidad de 
niños y jóvenes se basan en nociones biológi-
cas: tener relaciones con menores de edad es 
percibido como poco seguro, porque se piensa 
que es anormal o antinatural. Esto refleja el 
poderoso discurso predominante de que la se-
xualidad es innata y universal, ignorándose el 
vasto material antropológico que ha intentado 
documentar cómo el significado social que se 
le otorga a distintos actos sexuales ha variado 
ampliamente a través de la historia y en las 
diversas culturas.4

Entender el concepto legal de protección 
con relación a los niños

La idea de que la sexualidad de niños y niñas 
no es natural está lógicamente asociada a la 
idea de que es (física y psicológicamente) da-
ñina o perjudicial. Se tiene la imagen de los 
niños como inocentes sexuales lo que los hace 
vulnerables a la corrupción.4 Las actividades 
sexuales que involucren a niños no solo son 
consideradas malas, porque se entiende que 
los niños no tienen la capacidad de consen-
tir los actos sexuales sino que además, se las 
percibe como intrínsecamente nocivas en sí 
mismas puesto que violan ideales que son lu-
gares comunes, con relación al comportamien-
to adecuado, la expresión y el conocimiento 
de los niños.2 Estos sentimientos también se 
ven reflejados en el derecho, donde los deli-
tos de violencia sexual, especialmente cuando 

hay niños implicados, son a menudo descritos 
en términos de desfloración y corrupción de 
menores.*
	 Aquí no se trata de discutir los objetivos 
de las leyes que determinan la edad de libre 
consentimiento con un ánimo protector: lo 
que queremos es llamar la atención sobre el 
hecho de que el concepto legal de protección 
se interpreta en términos de reglas dominantes 
que describen y prescriben identidades y com-
portamientos adecuados, asociados al género, 
la sexualidad y la infancia. De hecho, a pesar 
de que normalmente se asume lo contrario, las 
definiciones legales de violencia sexual, inclu-
yendo el delito de violación sexual, a menudo 
priorizan la importancia de preservar valores 
relacionados con la edad y el género, ponién-
dolos por encima de la cuestión del consenti-
miento. Esto es evidente cuando se examina 
cómo los estados han establecido típicamente 
las variantes de edad para el libre consenti-
miento sexual (y el matrimonio) según el gé-
nero, orientación sexual y estado civil.
	 Es significativo que en todos los Estados 
donde se definen edades desiguales de libre 
consentimiento sexual y matrimonio basado 
en relaciones sexuales, la edad establecida es 
menor para las niñas.9 Si el propósito de estas 
leyes fuera proteger a las personas jóvenes de 
tener actividad sexual no consentida (es decir, 
protegerlas de la violación), tales reglas serían 
incoherentes e injustificadas, ya que a causa 
de su posición social subordinada, las niñas 
son especialmente vulnerables a ese tipo de 
violencia.13-15 Estas leyes se basan en gran me-
dida en otros supuestos, que son resultado de 
estereotipos que perjudican y discriminan el 
género.
	 En primer lugar, a menudo se sostiene que, 
en comparación con los niños, las niñas tie-
nen un nivel distinto (más rápido) de desarro-
llo intelectual, físico y sexual. Esta idea está 
firmemente arraigada en teorías contempo-
ráneas de desarrollo biológico, neurológico y 
psicológico, así como en doctrinas religiosas y 
discursos sociales cotidianos.8 Snikka Aapola 
y colaboradores, argumentan que la idea de 
que las niñas maduran antes que los niños está 

* Por ejemplo en el Artículo 167, del Código Penal, 1997 
(El Salvador) y en la Ley 2006 del Derecho Penal (delitos 
Sexuales) en Irlanda.
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asociada a expectativas que dictan que las ni-
ñas deberían ser la parte “responsable” de la 
relación, lo que a su vez convierte a las niñas 
en el blanco principal de la culpa y el enjuicia-
miento en caso que ocurra alguna transgresión 
social y sexual.4,16

	 Sin ser completamente consistente con lo 
anteriormente expuesto, también existe la no-
ción ampliamente difundida de que es prefe-
rible que las niñas sean menos maduras que 
sus compañeros sexuales (masculinos), a fin de 
reflejar la naturaleza jerárquica de la relación 
que debería existir entre ellos.6 

	 Además de discriminar a los niños por sus 
relaciones sexuales, las normas legales a me-
nudo establecen excepciones en la edad mí-
nima de consentimiento sexual para niños, 
especialmente para niñas, si estas ya se han 
casado, inclusive en los casos en que no hayan 
llegado aún a la edad mínima para el matri-
monio. Por ejemplo, en Brunei, la edad mínima 
de libre consentimiento para niñas es de 16 
años, con excepción de las niñas que ya se han 
casado, en cuyo caso la edad de libre consenti-
miento es de 13 años, mientras la edad mínima 
establecida para el matrimonio es de 14 años.17 
Similarmente, en Tailandia, la edad mínima de 
libre consentimiento sexual se ha establecido 
en 15 años, excepto si la niña está casada, en 
cuyo caso es de 13 años, a pesar de que la edad 
mínima para casarse es de 17 años.18 
	 Más preocupante aún, es que las leyes en al-
gunos Estados proporcionen una solución a la 
violación y estupro de una niña bajo la condi-
ción de que el violador se case con su víctima. 
Por ejemplo, el artículo 344 del Código Penal 
de Filipinas dictamina que el matrimonio es 
una reparación y una defensa para una serie 
de delitos sexuales incluyendo la seducción, 
actos de lujuria y violación sexual y estupro.19 
Tales leyes implican que la actividad sexual 
temprana solo daña a las niñas cuando ocurre 
fuera de la institución del matrimonio y que la 
violación sexual y el estupro de una niña son 
delitos porque violan normas sociales sobre el 
contexto apropiado para la expresión sexual y 
no porque violan la autonomía y capacidad del 
niño para vivir su sexualidad. 
	 Finalmente, es común para aquellos Estados 
donde la actividad sexual entre personas del 
mismo sexo no está completamente prohibida, 
que establezcan una edad de consentimiento 

más alta entre hombres en comparación a las 
relaciones sexuales heterosexuales, lo cual re-
fleja y refuerza la idea de que las relaciones 
entre hombres del mismo sexo son relativa-
mente más peligrosas y, por lo tanto, deberían 
ser desalentadas.9 Por otro lado, respecto al 
consentimiento para tener relaciones sexua-
les entre lesbianas, las leyes en todo el mun-
do –en general e históricamente– no se han 
pronunciado y han mantenido silencio sobre 
este tema, lo cual refleja que las instituciones 
dominantes han obviado casi por completo la 
existencia de mujeres y niñas lesbianas.20

Regular el acceso de las personas 
jóvenes a los servicios de salud sexual y 
reproductiva

Por lo tanto, las leyes sobre libre consenti-
miento sirven como medio para regular la ac-
tividad sexual de niños y jóvenes, su identidad 
(de género) y comportamiento. Pero estas le-
yes, por supuesto, no garantizan que los jó-
venes se abstengan de las prácticas sexuales. 
En su estudio para recabar información sobre 
la edad de la primera relación sexual, el Ins-
tituto Guttmacher reunió datos de 30 países 
en distintas zonas del mundo, que claramente 
demuestran que una gran proporción de ni-
ños, niñas y personas jóvenes han tenido ex-
periencias sexuales antes de la edad legal de 
libre consentimiento de sus países.21 Asimismo, 
estadísticas recientes de la Organización Mun-
dial de la Salud estiman que alrededor de 16 
millones de chicas de 15 a 19 años y alrededor 
de un millón de niñas menores de 15 años dan 
luz cada año, la mayoría de ellas, en países de 
medianos y bajos ingresos. Es más, cada año, 
alrededor de tres millones de niñas entre los 15 
y 19 años practican abortos inseguros.22

	 Esto presenta un serio desafío si queremos 
cambiar las políticas del sector de la salud pú-
blica; particularmente, en contextos donde la 
edad de libre consentimiento sexual está es-
tablecida del lado más alto del espectro, don-
de hay muchos niños y personas jóvenes que 
no son legalmente reconocidas como capaces 
de consentir relaciones sexuales, pero que son 
sexualmente activos y necesitan servicios de 
salud sexual y reproductiva. Este dilema ha 
provocado una mezcolanza de medidas legales, 
políticas y programáticas que generan una serie 

E Yarrow et al. / Temas de Salud Reproductiva 2016; N°9: 34-44



39

de limitaciones basadas en la edad y la toma de 
decisión de los niños, intentando negociar por 
un lado, un equilibrio entre la protección legal 
de los niños y, por el otro, su acceso a servicios 
de salud sexual y reproductiva.
	 El desarrollo de las leyes en el Reino Unido 
es particularmente ilustrativo de cómo estas 
tensiones han sido negociadas por los pode-
res judiciales de los Estados. En 1982, se lle-
vó un caso a las cortes del Reino Unido para 
determinar si era legal darle anticonceptivos 
a una niña menor de 16 años (la edad de li-
bre consentimiento sexual en el Reino Unido), 
sin el consentimiento de sus padres. El caso, 
(Gilick contra La Autoridad del Área de Salud 
de la zona de West Norfolk & Wisbech) lle-
gó a la Cámara de los Lores, donde se decidió 
que los profesionales de la salud debían tener 
el poder de determinar, según el caso, si una 
persona menor de 16 años tenía la capacidad 
de dar su consentimiento para un tratamiento 
médico de manera independiente, incluyendo 
los servicios anticonceptivos.23 Como muestra 
de la capacidad legal de los niños de dar su 
consentimiento para recibir anticonceptivos, 
Lord Fraser, quien pronunció el fallo decisivo 
en este caso, anotó que: “una persona, menor 
de 16 años, puede, dentro de ciertos límites, 
celebrar contratos. Él o ella también puede 
hacer una denuncia o ser denunciado, y pue-
de presentar evidencias bajo juramento.” 23 A 
pesar del hecho de que la edad legal para el 
libre consentimiento sexual era de 16 años, 
Lord Fraser sintió la necesidad de citar como 
precedente un caso de 1966 en el que se sos-
tuvo que: “Hay muchas niñas menores de 16 
años que saben muy bien de qué se tratan [las 
relaciones sexuales ] y pueden dar un consen-
timiento adecuado” y, por lo tanto, para esta-
blecer que una niña menor de 16 años ha sido 
violada: “la fiscalía… deberá probar tanto que 
[la niña] se resistió físicamente, o… que su en-
tendimiento y conocimiento eran tales que no 
estaba en posición de decidir entre consentir o 
resistirse.” Lord Fraser concluyó que:

“Una niña menor de 16 años puede dar su 
consentimiento de forma suficiente y efectiva a 
una relación sexual que lleve al resultado legal 
de que el hombre implicado no ha cometido el 
delito de violación sexual… Del mismo modo, 

no voy a sostener ahora… que una niña de me-
nos de 16 años carece del poder de dar su con-
sentimiento válido a recibir información o tra-
tamiento anticonceptivo simplemente a causa 
de su edad”. 23				  
La manera en que Lord Fraser se refirió al 
tema de si una niña menor de 16 años tiene la 
capacidad de consentir a tener relaciones se-
xuales, subraya la desorientación legal que se 
suscita cuando niños y niñas que legalmente 
no pueden consentir a las relaciones sexuales 
necesitan, sin embargo, acceder a métodos an-
ticonceptivos y a otros servicios relacionados 
con la actividad sexual. 
	 Desafortunadamente, los compromisos que 
se crean en las leyes y políticas de todo el 
mundo, podrían ser inadecuados para garan-
tizar el derecho tanto de los niños como de las 
personas jóvenes a vivir libres de la violencia 
sexual, o que puedan acceder a los servicios 
de salud que necesitan para conservar su salud 
cuando tienen relaciones sexuales. Las normas 
legales, en general, han impuesto restricciones 
basadas en la edad para el acceso independien-
te y confidencial de niños y jóvenes a servi-
cios de salud reproductiva, ya sea solicitando 
el permiso de los padres o de algún otro adulto 
antes de permitir que accedan a los servicios, o 
estableciendo la obligación legal para que los 
proveedores de servicios de salud denuncien 
–a las autoridades protectoras de la niñez o a 
la policía– los casos de actividad sexual que 
involucren a menores, lo que constituye una 
limitación en el derecho de niños y jóvenes a 
la confidencialidad.9
	 Por ejemplo, en Lituania, los niños menores 
de 16 años no pueden acceder a anticoncepti-
vos a menos que cuenten con la autorización 
de sus padres, y en Polonia, la edad mínima 
de acceso sin autorización de los padres es de 
18 años.9 De igual modo, generalmente se ha 
interpretado que la ley en Zimbabwe prohíbe 
el acceso de menores de 18 años a servicios de 
salud sexual y reproductiva, incluyendo análi-
sis y tratamiento de VIH sin el consentimiento 
de los padres.24 Las leyes en Irlanda del Norte 
(Sexual Offences Act 2008) imponen a los pro-
veedores de servicios de salud la obligación de 
elaborar informes, por lo cual deben referir a 
la policía todos los casos de actividad sexual 
que involucren a menores de 13 años y todos 
los casos de personas menores de 16 años que 
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tengan actividades sexuales con alguien de 18 
años o más, sin importar la circunstancia par-
ticular de cada caso.1
	 Estas restricciones son sumamente proble-
máticas; particularmente porque la evidencia 
empírica, incluida a continuación, indica que 
las leyes que restringen el acceso independien-
te y confidencial de los niños y las personas 
jóvenes a servicios de salud sexual y reproduc-
tiva pueden crear obstáculos significativos y 
sustanciales a su disposición y capacidad para 
acceder a cualquier tipo de servicio formal.

El efecto de las leyes con restricciones 
basadas en la edad sobre el acceso de 
las personas jóvenes a los servicios: la 
evidencia

Estudios realizados con personas de distintas 
culturas han demostrado que los sentimientos 
de vergüenza y temor a ser juzgados (particu-
larmente por las figuras de autoridad adultas), 
son algunos de los factores más significativos 
que impiden que los niños, niñas y personas 
jóvenes accedan a servicios de salud sexual y 
reproductiva, lo que hace que los niños y per-
sonas jóvenes constantemente señalen la con-
fidencialidad como una de las características 
más importantes de un servicio al que estuvie-
ran dispuestos a acceder.
	 Por ejemplo, una encuesta en la que parti-
ciparon 295 niños en el Reino Unido encontró 
que el 86.1% de ellos estaría más dispuesto a 
acceder a un servicio si este fuera confidencial, 
mientras que un 70.8% quisiera que se le hi-
cieran chequeos regulares, el 54.6% no estaría 
dispuesto a acudir un servicio en lo absoluto si 
este no fuera confidencial. Un número mayor 
aún de niños, el 63.1%, informó que no asisti-
ría a un servicio si pensara que los servicios de 
protección al menor serían informados.25

	 Investigaciones cualitativas recientes, rea-
lizadas por encargo de la Federación Interna-
cional de Planificación Familiar (FIPF), indican 
que una de las mayores preocupaciones de los 
niños y las personas jóvenes es que la informa-
ción no llegue a sus padres; esto es un hallazgo 
importante ya que la autorización de los padres 
es una forma común en la que los Estados legis-
lan la habilidad (formal) de niños y jóvenes de 
acceder a servicios de salud sexual y reproduc-
tiva.1 Parece que la privacidad de las personas 

jóvenes genera preocupaciones sobre detalles 
administrativos, tales como que la información 
del servicio de salud sexual llegue por correo.1
	 Los proveedores de servicios de salud de Ir-
landa del Norte, expresaron su opinión de que 
el requerimiento obligatorio de reportar los ca-
sos no era lo más conveniente para los niños, 
puesto que involucrar a la policía y a los servi-
cios sociales podría generar resultados negati-
vos para los niños cuyos casos son reportados, 
así como podría tener un impacto negativo en 
su más amplio acceso a los servicios de salud 
sexual y reproductiva.1
	 La FIPF encargó un estudio que incluía in-
vestigaciones cualitativas de El Salvador5, Se-
negal12 y el Reino Unido1. Lo interesante es 
que estos indicaron que aunque los hallazgos 
no son necesariamente representativos, en 
contextos sociales, políticos, económicos y re-
ligiosos ampliamente distintos, el deseo de las 
personas jóvenes a tener confidencialidad y 
privacidad era notablemente similar. Lo mismo 
con respecto a las experiencias de vergüenza y 
la consecuente falta de voluntad para acceder 
a servicios de salud sexual y reproductiva.n. 
La sensación de vergüenza era particularmente 
intensa para las jóvenes y niñas. Las jóvenes 
manifestaron su preocupación de ser objeto de 
falta de respeto y chismes por los supuestos 
que se hacen sobre su comportamiento se-
xual.1,5 Una chica de Irlanda del Norte dijo que 
sentarse en una de las salas públicas de espera 
de una clínica de salud sexual equivalía a “ser 
tachada de puta”.1
	 Otros estudios que exploran el acceso de las 
personas jóvenes a los servicios de salud se-
xual y reproductiva alrededor del mundo han 
llegado a las mismas conclusiones. Por ejem-
plo, un estudio de 2010 en Nepal descubrió 
que la vergüenza frente a la posibilidad de “ser 
descubierto” en un dispensario o consultorio 
de salud sexual, particularmente por miem-
bros adultos de la familia y el miedo a que los 
proveedores de servicios de salud no respeten 
la confidencialidad, eran obstáculos significa-
tivos para el acceso de las personas jóvenes 
a los anticonceptivos.26 Del mismo modo, un 
estudio del 2012 en Zimbabwe concluyó que 
la vergüenza es un motivo más fuerte que la 
falta de conocimiento o conciencia para que 
las personas jóvenes no comuniquen sus pro-
blemas de salud.27
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	 Los estudios de la FIPF exploraron cómo las 
restricciones de los derechos sexuales de los 
jóvenes y su acceso a los servicios es tanto 
un reflejo de las normas socioculturales como 
de la fuerza reguladora que normaliza ideas 
sobre lo que es aceptable e inaceptable en el 
comportamiento sexual.5 El estudio concluyó 
que1,5,13 el derecho penal que prohíbe la acti-
vidad sexual con menores de una cierta edad, 
podría servir para controlar el comportamien-
to sexual de los jóvenes y penalizar a las per-
sonas jóvenes que tienen relaciones sexuales 
en lugar de protegerlas de la violencia sexual, 
(incluyendo la perpetrada por hombres mayo-
res, que a menudo es masiva y llevada a cabo 
con impunidad).28

	 En El Salvador, la prohibición legal abso-
luta del aborto refleja las ideologías sobre la 
feminidad, el matrimonio y la maternidad que 
promueven el rol social de madre como patri-
monio exclusivo de mujeres casadas y único 
objetivo aceptable para la sexualidad y los de-
rechos de la personería jurídica de las muje-
res. La ley que penaliza el aborto restringe el 
acceso de las mujeres a los derechos sexua-
les que no están asociados a la reproducción 
y consolida tabúes y estigmas asociados a la 
capacidad sexual de mujeres jóvenes y niñas 
que no están casadas. Por lo tanto las restric-
ciones legales sobre el aborto equivalen a una 
estrategia para promover la abstinencia entre 
los niños.12

	 Y sin embargo, teniendo en cuenta la impor-
tancia de la confidencialidad y el poder de la 
vergüenza con relación a la vida sexual de los 
menores de edad, el fuerte impacto de las le-
yes restrictivas basadas en la edad solo serviría 
para poner en riesgo a los niños y personas 
jóvenes al negarles negándoles la capacidad 
de acceder a la información, recomendaciones 
y servicios de salud que necesitan para tomar 
decisiones saludables y autónomas con respec-
to a las relaciones sexuales. Carmen Barroso 
argumenta que la ley que penaliza las rela-
ciones sexuales consentidas entre adolescen-
tes de 14 a 18 años en el Perú “hacía que los 
proveedores de servicios médicos no tuvieran 
claridad sobre los tipos de cuidados que po-
dían brindarles a los/as adolescentes y que las 
personas jóvenes se volvieran reacias a bus-
car los servicios que necesitaban por miedo a 
ser castigados.” Concluye que como resultado, 

las tasas de embarazo juvenil e infección de 
VIH entre personas jóvenes en Perú se man-
tiene obstinadamente alta.29 De modo similar, 
un estudio de 2012 sobre los obstáculos rela-
cionados con la edad para recibir servicios de 
VIH y SIDA en Ruanda30 reveló que las leyes 
que regulan la actividad sexual o protegen el 
derecho de los adolescentes a recibir servicios 
de salud reproductiva en ese país, no reflejan 
la edad promedio de la iniciación sexual. El 
documento argumenta, por lo tanto, que las 
disposiciones legales que le niegan a las per-
sonas menores de 21 años el acceso a servicios 
de salud sexual y reproductiva independientes 
y confidenciales, incluyendo las pruebas de 
VIH, son al menos parcialmente responsables 
de que las tasas de infección de VIH sean alar-
mantemente altas entre adolescentes.30

Reflexiones finales

A pesar de la evidencia sustentada, aún per-
siste una gran resistencia a la idea de que las 
restricciones basadas en la edad respecto al 
acceso de niños y jóvenes a servicios de sa-
lud sexual y reproductiva deberían ser, como 
mínimo, reducidas por no decir erradicadas. 
Obviamente, debe reconocerse que los niños y 
las personas jóvenes necesitan protección le-
gal. A causa de su estatus social más bajo y 
su relativa indefensión son, sin lugar a dudas, 
vulnerables a correr el riesgo de ser dañados. 
Como Matthew Waites alerta sabiamente: 

“Los argumentos a favor de darle a los niños 
menores autonomía sobre la toma de decisio-
nes sexuales están… errados ya que subestiman 
las relaciones estructurales de poder. Buscan 
otorgar a los niños el reconocimiento formal 
de su capacidad moral sin cuestionar los con-
textos de desigualdad social en los cuales están 
arraigados.”8

Lo preocupante, sin embargo, es la idea de que 
se pueda lograr proteger efectivamente a los 
niños y a las personas jóvenes contra los da-
ños, mediante leyes que penalicen su compor-
tamiento y/o restrinjan su acceso a servicios. 
Existe una auténtica paradoja en esta posición: 
por un lado, la imagen del niño “objeto”, la víc-
tima pasiva de violencia sexual, y por otro, el 
niño “sujeto”, que participa activamente con un 
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tipo de comportamiento que no debería ser fo-
mentado. Esta paradoja solo puede ser resuelta 
de dos maneras: ya sea que este razonamien-
to constituya la culpabilización de la víctima, 
donde a la víctima de la violencia sexual se le 
asigna, por lo menos una responsabilidad par-
cial por la perpetración del propio abuso que 
sufrió; o debemos reconocer que el intento de 
limitar el acceso de los niños a los servicios de 
salud sexual se basa en la idea de que la sexua-
lidad de los niños es inherentemente dañina y 
debería ser completamente suprimida, ya que la 
estrategia de restringir el acceso a los servicios 
no puede, lógicamente, estar conectada al obje-
tivo de prevenir la perpetración de la violencia 
sexual.
	 Este análisis constituye un replanteamiento 
sutil del paradigma de la protección versus la 
autonomía, por lo menos en la forma en la que 
se aplica generalmente al acceso de las perso-
nas jóvenes a la salud y servicios sexuales y 

reproductivos. Aun en jurisdicciones como el 
Reino Unido, donde el marco legal se conside-
ra (relativamente) liberal y es diseñado y apli-
cado de forma flexible, se mantiene la cues-
tión de si cualquier restricción sobre el acceso 
a servicios para niños y jóvenes puede tener 
un fin racional. Si vamos a argumentar que la 
ley restrictiva sirve para proteger, deberíamos 
comenzar por preguntarnos a nosotros mismos 
qué es lo que entendemos por ‘protección’.
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